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Acta de Audiencia Pública No. 059
1.- VISTOS
Procede la Corporación a pronunciarse acerca de la petición que formulan tanto la defensa como el apoderado de la víctima dentro de la audiencia de juicio oral y en su condición de recurrentes, consistente en disponer la extinción de la acción penal por pago integral de los perjuicios y, consecuentemente, aceptar el desistimiento de la apelación oportunamente interpuesta contra el fallo de condena.
2.- PRECEDENTES
Luego de agotarse el rito procesal ordinario dentro del proceso que por el delito de Lesiones personales culposas se tramitó en contra del acusado JORGE ALEJANDRO LÓPEZ CARDONA y donde figura como víctima el señor WILSON ALBERTO GUARÍN GIRALDO, la titular del Juzgado Penal Municipal con funciones de conocimiento del municipio de Santa Rosa de Cabal (Rda.), profirió sentencia condenatoria por medio de la cual: (i) declaró penalmente responsable al justiciable; (ii) le impuso pena privativa de la libertad de cinco (5) meses y trece (13) días de prisión y multa de 2.50 s.m.l.m.v., más la suspensión en el ejercicio de la conducción de cualquier clase de vehículo automotor por el término de un (1) año; e igualmente la accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por un término de siete (7) meses; (iii) tasó los perjuicios materiales a favor del señor GUARÍN GIRALDO en la suma de 34’229.731 y los morales en 34.40 s.m.l.m.v., y a favor de la señora MARÍA LUCÍA GIRALDO DE GUARÍN los morales en cantidad de ocho (8) s.m.l.m.v., pagaderos en forma solidaria con la sociedad OSORIO LÓPEZ y CÍA S. EN C. en su condición de tercero civilmente responsable, y la empresa SEGUROS COLPATRIA S.A., dentro del mes siguiente a la ejecutoria de la sentencia; y (iv) le concedió al sentenciado la suspensión condicional de la ejecución de la pena.
Al ser enterados de la decisión en audiencia, el apoderado de la víctima interpuso recurso de apelación: “en lo que hace relación a la tasación de los perjuicios y la no inclusión en los mismos de los hermanos de la víctima”; por su parte, la defensa también interpone recurso de apelación: “en cuanto al porcentaje de los perjuicios que le corresponde cancelar a la víctima”. Los demás sujetos procesales se mostraron conformes con la determinación.

Para desatar la alzada, fueron remitidos los registros a esta Corporación, motivo por el cual se fijó la respectiva audiencia pública de sustentación. 

Llegado el día y hora anunciados, defensa y apoderado de la víctima, secundados por el señor Fiscal, solicitaron de esta colegiatura la extinción de la acción con fundamento en la reparación integral del daño, en atención a que la víctima se considera resarcida de todos los perjuicios causados a causa de un acuerdo al que llegaron en tal sentido. Correlativamente, ambas partes expresaron su deseo de desistir del recurso por carencia de objeto.

3.- Para resolver, SE CONSIDERA
Está claro que tanto la defensa y el apoderado de la víctima tenían interés para recurrir con respecto al tema de los perjuicios, puesto que ninguno estuvo de acuerdo con el monto establecido por la primera instancia. No obstante, en el interregno entre la interposición del recurso y la audiencia de sustentación ante este Tribunal, las partes con intereses opuestos lograron superar sus diferencias y conciliaron, esto es, la víctima aceptó el pago ofrecido a título de reparación del daño y así lo expresó en la audiencia ante esta segunda instancia.

Corolario de lo anterior, deprecaron de la Corporación una decisión favorable al sentenciado, en el sentido de disponer la extinción de la acción penal por indemnización integral en atención a tratarse de un delito culposo, y de contera, se desistió del recurso por decaimiento del interés para sustentarlo.

En esos términos, al Tribunal le corresponde establecer: (i) si es factible que en este momento procesal se pueda ordenar la extinción de la acción por indemnización integral, y (ii) si admite el desistimiento del recurso en los términos anunciados.

Para comenzar, diremos que el artículo 82 del Código Penal nos habla de las causales de extinción de la acción penal, entre las cuales se tiene la contenida en numeral 7 que a la letra dice: “La indemnización integral en los casos previstos en la ley”. 

A su turno, el artículo 42 de la ley 600 de 2000, refiere en particular acerca de la indemnización integral de perjuicios lo siguiente: “En los delitos que admiten desistimiento, en los de homicidio culposo y lesiones personales culposas cuando no concurra alguna de las circunstancias de agravación punitiva consagradas en los artículos 110 y 121 del Código Penal, en los de lesiones personales dolosas con secuelas transitorias, en los delitos contra los derechos de autor y en los procesos por los delitos contra el patrimonio económico […], la acción penal se extinguirá para todos los sindicados cuando cualquiera repare integralmente el daño causado”.
Como puede observarse, la regla antes citada no presenta un tiempo procesal límite para su aplicación, con lo cual, debe entenderse que surte efecto mientras no se encuentre en firme la sentencia de condena; además, su texto no fue reproducido en el actual estatuto de la Ley 906 de 2004, motivo por el cual debe seguir rigiendo por favorabilidad ultraactiva, entre otras razones, porque los dos procedimientos coexisten en el tiempo y no se trata de una figura propia del actual sistema acusatorio que implique exclusividad en su tratamiento interpretativo. 

Incluso, podemos agregar, esa favorabilidad se hace aún más necesaria cuando se aprecia que la nueva codificación procesal penal es mucho más restrictiva que la anterior en cuanto se refiere a la oportunidad para poder desistir, porque mientras el artículo 37 de la Ley 600 de 2000 exige que se haga “antes de que se profiera sentencia de primera o única instancia”, en la Ley 906 de 2004 se pone como límite para ese efecto “hasta antes de concluir la audiencia preparatoria”.
Así se concluye que para el asunto que nos convoca sería en principio aplicable por favorabilidad lo consagrado en el dispositivo 42 de la Ley 600 de 2000, y a ello procederíamos en pro de dar lugar a una cesación o preclusión de procedimiento como lo solicitan las partes de consuno, de no ser porque para el caso concreto se tiene clara la presencia de la excepción que consagra la misma norma, nos referimos a que las lesiones culposas materia de juzgamiento son AGRAVADAS. Recuérdese que al decir de la acusación y debidamente corroborado en el fallo de condena que se examina, es un hecho incontrovertible que el aquí acusado: “venía en estado de embriaguez de tercer grado cuando se presentó la colisión”.
Ese estado de alicoramiento, es precisamente una de las causales de agravación contenidas en el artículo 110 del Código Penal (aplicable por extensión a las lesiones culposas al tenor del artículo 121 ibidem) y que está consignada de la siguiente manera: “si al momento de cometer la conducta el agente se encontraba bajo el influjo de bebida embriagante o de droga o sustancia que produzca dependencia física o síquica y ello haya sido determinante para su ocurrencia”. 
A juicio de esta Corporación, la concurrencia en el caso concreto de esa circunstancia de agravación, nos obliga a despachar desfavorablemente la petición conjunta de finiquitar este trámite por la vía de un cese de procedimiento. Así las cosas, lo único que corresponde es atender el desistimiento del recurso que han manifestado ambas partes impugnantes, habida consideración a la actual carencia de objeto por cuanto se presentó una indemnización integral y ya no tiene sentido sustentar la alzada cuando el motivo que la originó fue precisamente la inconformidad con el quantum de los perjuicios.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), 
RESUELVE: 

PRIMERO: SE DECLARA que no es posible extinguir la acción penal con fundamento en la indemnización integral, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO: SE ADMITE el desistimiento del recurso por ambas partes impugnantes.

TERCERO: En firme esta determinación, se dispone la remisión inmediata de los registros al despacho de origen para dar cumplimiento al fallo.
Esta providencia queda notificada en estrados y se anuncia que contra ella procede el recurso ordinario de reposición. Ninguna de las partes e intervinientes interpone recurso y expresan que acatan lo definido por el Tribunal.
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE


  FRANCO RENGIFO MATTA
LEONEL ROGELES MORENO
El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
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